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D. Wenceslao Francisco Olea Godoy

D. Ángel Ramón Arozamena Laso

D. Fernando Román García

D.ª Ángeles Huet De Sande

En Madrid, a 28 de febrero de 2024.

Esta Sala ha visto el recurso de casación nº 5254/2022 interpuesto por D. ª  Tatiana , representada por la
procuradora doña Eva Domingo Martínez, bajo la dirección letrada de doña Mariana Ivanov Yordanova, contra
la sentencia núm. 36/2022, de 25 de enero, de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior
de Justicia de la Comunidad Valenciana (Sección Quinta), que desestima el recurso de apelación nº 54/2021,
confirmando la sentencia núm. 449/2020, de 30 de noviembre, del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo
nº 3 de los de Alicante, desestimatoria del procedimiento abreviado nº 497/2020, interpuesto frente a la
resolución de 11 de marzo de 2020 de la Subdelegación del Gobierno en Alicante que desestimó el recurso
de reposición interpuesto contra la resolución que había acordado su expulsión del territorio nacional con la
prohibición de entrada en España por un periodo de cinco años.

Ha comparecido como recurrida la Administración General del Estado, representada por el Sr. Abogado del
Estado.

Ha sido ponente el Excmo. Sr. D. Wenceslao Francisco Olea Godoy.

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO.- Objeto del proceso en la instancia.-

La representación procesal de D.ª  Tatiana  interpuso recurso contencioso-administrativo frente a la resolución,
de 20 de diciembre de 2019 confirmada en reposición por otra de 11 de marzo de 2020, de la Subdelegación
del Gobierno en Alicante, que había acordado su expulsión del territorio nacional con prohibición de entrada
por cinco años, al amparo del art. 57.2 LOEX, habiendo recaído sentencia, de 30 de noviembre de 2020, del
Juzgado de lo Contencioso-administrativo nº 3 de Alicante, que desestimó el P.A. 497/2020, que a su vez fue
recurrida en apelación por la parte referida.

La sentencia de 25 de enero de 2022 de la Sala de lo Contencioso-administrativo (Sección Quinta) del Tribunal
Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana, que fue rectificada por auto de 21 de marzo de 2022,
desestimó el recurso de apelación nº 54/2021, confirmando la sentencia recurrida, al compartir, en esencia,
la procedencia de la expulsión, tal y como lo había razonado el juzgador en primera instancia, cuya sentencia
transcribe parcialmente, entendiendo que se habían ponderado y valorado debidamente las circunstancias

SEGUNDO.- El recurso de casación promovido por la parte.-

La representación procesal de D. ª  Tatiana  ha preparado recurso de casación contra la citada sentencia,
denunciando la infracción de los artículos 57.2 y 5 de la Ley 4/2000, de 11 de enero, sobre Derechos y
Libertades de los Extranjeros en España y su Integración Social, 12.1 y 3 de la Directiva 2003/109/CE del
Consejo, de 25 de noviembre de 2003, relativa al estatuto de los nacionales de terceros países residentes de
larga duración, 24 y 120 de la Constitución Española, 39.1 y 4 de la Constitución Española en relación con el
53.3 de la misma, 8.1 del Convenio Europeo de Derechos Humanos, 7 de la Carta de Derechos Fundamentales
de la Unión Europea y 136.1 de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, pues, a
juicio de la recurrente, no se han valorado adecuadamente sus circunstancias (residencia de veinte años en
España, pérdida de vínculos con el país de origen e hijos menores de edad, uno de ellos español...) y no se han
tomado en consideración sus alegaciones sobre la cancelabilidad de la condena que sirvió de fundamento a
la expulsión, manifestadas a propósito de la falta de proporcionalidad de ésta y respecto de que, en virtud de
lo dispuesto en el artículo 136.1 del Código Penal, ese antecedente penal, al ser cancelable, no debió servir
de fundamento a la misma.

Por lo que concierne al interés casacional objetivo del recurso, la parte recurrente invoca los supuestos
contemplados en las letras a) y c) del artículo 88.2 y a) del artículo 88.3 LJCA.

TERCERO.- Admisión del recurso.-

Mediante auto de 17 de mayo de 2022, la Sala de instancia tuvo por preparado el recurso de casación,
ordenando el emplazamiento de las partes para su comparecencia ante esta Sala de lo Contencioso-
Administrativo del Tribunal Supremo en el plazo de treinta días, con remisión de los autos originales y del
expediente administrativo.
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Recibidas las actuaciones y personadas las partes ante este Tribunal, por la Sección de Admisión de la Sala
de lo Contencioso-Administrativo se dictó auto el 8 de noviembre de 2022, acordando:

"1.º) Admitir el recurso de casación n.º 5254/2022 preparado por la representación procesal de D. ª  Tatiana
contra la sentencia de 25 de enero de 2022 de la Sala de lo Contencioso-administrativo (Sección Cuarta) del
Tribunal Superior de Justicia de la Comunitat Valenciana, que fue rectificada por auto de 21 de marzo de 2022,
desestimatoria del recurso de apelación nº 54/2021.

2.º) Declarar que las cuestiones planteadas en el recurso que presentan interés casacional objetivo para la
formación de la jurisprudencia consisten en determinar: i) si la expresión "salvo que los antecedentes penales
hubieran sido cancelados" contenida en el artículo 57.2 de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero , abarca
también el supuesto de que los referidos antecedentes penales resulten cancelables; ii) si, en el supuesto
de que el antecedente penal que sirve de fundamento a la expulsión del referido precepto fuera cancelable
en el momento de acordarse la misma, ello puede/debe ser objeto de ponderación a efectos de valorar la
proporcionalidad de la expulsión de un residente de larga duración, bien por la Administración en el momento
de decidir la procedencia de la misma, bien por los órganos jurisdiccionales al revisar la decisión adoptada.

3º) Identificar como normas que, en principio, serán objeto de interpretación las siguientes: artículos 57.2 y
5.b) de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre Derechos y Libertades de los Extranjeros en España y su
Integración Social, en su redacción dada por la Ley Orgánica 2/2009, puestos en relación con el artículo 136,
especialmente sus apartados 1, 2, 4 y 5, de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal y
con el artículo 24 de la Constitución Española.

4º) Ordenar la publicación de este auto en la página web del Tribunal Supremo, haciendo referencia al mismo,
con sucinta mención de las normas que serán objeto de interpretación.

5.º) Comunicar inmediatamente a la Sala de instancia la decisión adoptada en este auto.

6.º) Para la sustanciación del recurso, remítanse las actuaciones a la Sección Quinta de esta Sala Tercera, a
la que corresponde con arreglo a las normas sobre reparto de asuntos.

Contra la presente resolución no cabe recurso alguno."

CUARTO.- Interposición del recurso.-

Abierto el trámite de interposición del recurso, se presentó escrito por la representación procesal de doña
Tatiana  con exposición razonada de las infracciones normativas y/o jurisprudenciales identificadas en el
motivos siguientes:

Primero.- Considera infringidos los artículos 57.2 y 5.b) de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre
Derechos y Libertades de los Extranjeros en España y su Integración Social, en su redacción dada por la Ley
Orgánica 2/2009, puestos en relación con el artículo 136, especialmente sus apartados 1, 2, 4 y 5, de la Ley
Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal y con el artículo 24 de la Constitución Española.

Segundo.- Alega errónea inaplicación por la Sala de la propia jurisprudencia con relación a la aplicación del
artículo 57.2 de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre Derechos y Libertades de los Extranjeros
en España y su integración Social y el principio de proporcionalidad. Necesidad de aplicar el principio de
proporcionalidad en el caso de la recurrente.

Tercero.- Los antecedentes cancelados deben tener el mismo tratamiento jurídico que los antecedentes
cancelables, al ser un derecho y no una obligación su cancelación.

Cuarto.- Necesidad e importancia de ponderación en todo caso a efectos de valorar la proporcionalidad
de la expulsión de un residente de larga duración tanto por la Administración en el momento de decidir la
procedencia de la misma, como por los órganos jurisdiccionales al revisar la decisión adoptada, tanto si el
antecedente penal ha sido cancelado, cancelable, como no cancelado ni cancelable.

Quinto.- Precisa el sentido de las pretensiones que deduce y los pronunciamientos que solicita, y termina
suplicando a la Sala: "que habiendo presentado este escrito, con sus copias, se sirva admitirlo, y, en su virtud,
me tenga por personada y parte, y tenga por INTERPUESTO RECURSO DE CASACIÓN, en tiempo y forma, contra
la Sentencia 36/2022 de 25 de enero de 2022 dictada por la Sección Quinta del Tribunal Superior de Justicia
de la Comunidad Valenciana, previos los trámites procesales procedentes, en su día dictar Sentencia por la
que, casando y anulando la Sentencia recurrida ya referenciada, se estime plenamente nuestro recurso en los
términos interesados."

QUINTO.- Oposición al recurso.-
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Dado traslado para oposición, la Abogacía del Estado presentó escrito argumentando en contra del
planteamiento del recurso, entendiendo que la Sala debiera confirmar la interpretación efectuada por la Sala del
TSJM en el sentido de que ha de estarse al tenor literal del artículo 57.2 LO 4/ 2000, siendo sólo excepcionable
de la aplicación del mismo los "antecedentes penales cancelados" y no los cancelables que no hubieran sido
cancelados en tiempo y forma, sin perjuicio de que, junto con otros potenciales factores y circunstancias,
puedan ser valorados por el Órgano Judicial tratándose de expulsión de residente de larga duración, y termina
suplicando a la Sala: "que, teniendome por opuesto al Recurso de Casación, tramite el proceso y, tras el
desarrollo del mismo, dicte sentencia que DESESTIME el presente recurso de casación y confirme la sentencia
impugnada, declarando en su caso la interpretación jurisprudencial que considere conveniente, sin perjuicio
de las facultades ex 93 LRJCA."

SEXTO.- Ninguna de las partes solicitó la celebración de vista y la Sala no la consideró necesaria, señalándose
para votación y fallo la audiencia del día 20 de febrero de 2024, en cuyo acto tuvo lugar su celebración,
habiéndose observado las formalidades legales referentes al procedimiento .

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO. Objeto del recurso y fundamento.

Se interpone el presente recurso por la representación procesal de doña  Tatiana , a la sazón ciudadana de
la República de Argelia y titular de un permiso de residencia de larga duración en España, contra la sentencia
36/2022, de 25 de enero, dictada por la Sala de esta Jurisdicción del Tribunal Superior de Justicia de la
Comunidad Valenciana, en el rollo de apelación 54/2021, que había sido promovido por la recurrente, en
impugnación de la sentencia 449/2020, de 30 de noviembre, dictada por el Juzgado de lo Contencioso-
Administrativo de 3 de los de Alicante, en el recurso 497/2020, interpuesto contra la resolución de 11 de marzo
de 2020 de la Subdelegación del Gobierno en Alicante que, confirmando otra anterior con la desestimación
del recurso de reposición, decretó la expulsión de la recurrente del territorio nacional, con la prohibición de
entrada durante el plazo de cinco años.

La mencionada resolución administrativa había concluido de las actuaciones practicadas en el procedimiento,
que la recurrente había sido condenada por un delito de robo con violencia e intimidación a pena de prisión
superior a un año y por nueve delitos de hurto con penas inferiores. A la vista de que existía una condena
de prisión superior a un año, se considera que, de conformidad con lo previsto en el artículo 57.2º de la Ley
Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre Derechos y Libertades de los Extranjeros en España y su Integración
Social (en adelante, LOEX), procedía decretar la orden de expulsión y prohibición de entrada.

Recurrida en vía jurisdiccional la mencionada resolución, la sentencia del Juzgado desestimó el recurso y
confirmó la resolución impugnada. La sentencia fue recurrida en apelación ante el Tribunal Territorial de
Valencia, que lo desestimó en la sentencia que es objeto de impugnación en este recurso de casación.

Para un mejor examen del debate suscitado es conveniente recordar los fundamentos que llevaron al Tribunal
de instancia a la decisión adoptada, haciéndose en la sentencia una tan prolija como oportuna referencia a lo
que constituye la última jurisprudencia de este Tribunal Supremo sobre las cuestiones que se suscitaban en
el proceso, terminando por aplicar dicha jurisprudencia al caso de autos, en concreto, a las circunstancia que
motivaron la orden de expulsión, declarándose al respecto en el fundamento quinto, asumiendo las razones
que se habían expuesto en la sentencia de primera instancia, lo siguiente:

"... Pero la sanción de expulsión se basa en que se acredita, a través del Registro Central de Penados, que a la
recurrente Ie consta una condena por un DELITO DE ROBO CON VIOLENCIA O INTIMIDACION del art. 242 del
Código Penal de 1995. Se trata de la Sentencia nº 52/2012, de 8 de febrero, del JP 5 de Alicante (dictada en el
PA 35/2010; Ejecutoria 75/2012). (I. .. ). Por estos hechos se Ie condenó a UN AÑO DE PRISION. La copia de
todo el REGISTRO CENTRAL DE PENADOS Y la constatación de las condenas reiteradas consta en las pags,
76 y 77 del expediente administrativo escaneado. Y ello pone de manifiesto, además, que estos antecedentes
no se encontraban cancelados.

"Estamos ante una norma (el art. 57.2 LOEX) que permite la expulsión "ex lege", y que opera de manera
automática cuando la condena impuesta lo sea por un delito que tenga señalada en el Código penal de 1995
una pena de prisión superior a un año, con independencia del concreto tiempo de la condena final mente
impuesta por sentencia. Esta circunstancia posibilita la expulsión incluso si la pena impuesta es inferior a un
año (que no es el caso en este pleito). Y ello porque la referencia a la pena superior a un año lo es siempre a
la pena tipo, no a la que se impone finalmente por sentencia. La discusión, con todo, es estéril en el caso que
nos ocupa, ya que la pena impuesta al recurrente en la sentencia señaladas es claramente superior a un año
de prisión. Y como señaló la Abogacía del Estado en su contestación a la demanda, la recurrente no aporta en
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sede judicial ningún elemento que desvirtúe o ponga en duda la conclusión a la que llega la Administración,
debiendo la misma ser plenamente declarada conforme a Derecho".

" ( ... ) "Todas las circunstancias tanto positivas como negativas del recurrente se ponen de manifiesto en el
"cuadro-resumen" obrante en el expediente administrativo (página 78 del mismo), donde se pone de manifiesto
que Ie ha sido valorada DESFAVORABLEMENTE precisamente la condena penal que hemos señalado en el
Fundamento jurídico anterior.

"Igualmente el Informe hace constar que a la recurrente no Ie constan medios de vida legales conocidos, ni
arraigo laboral de ningún tipo; y las acreditadas 9 condenas por hurto permiten afirmar que estamos ante una
persona que ha hecho del hurto y del robo su modo habitual de vida, siendo la última de estas condenas de
octubre de 2018.

"Por todo ello, en fase de instrucción del expediente se propuso la expulsión del extranjero; y la prohibición
de volver a entrar a territorio español por plazo de 5 (CINCO) años: propuesta que fue asumida por la
Subdelegación del Gobierno de España en Alicante. Apreciaciones que este Juzgado considera plenamente
conformes a Derecho. La graduación del concreto número de años en que al recurrente se Ie prohíbe
volver a España (el máximo que permite la Ley) lo es en aplicación del principio de proporcionalidad, que
claramente hay que entender cumplido y adecuado; debiendo desestimar expresamente la alegación de falta
de proporcionalidad que había sido efectuada por la parte recurrente.

"Ninguna de las pruebas ni de los argumentos señalados por la parte actora desvirtuar la contundencia la
condena penal. No estamos ante el supuesto del art. 57.1 LOEX (Ia expulsión- sanción), sino ante el supuesto
del art. 57.2 LOEX (la expulsión automática "ex lege" como consecuencia de una condena dictada en el Orden
penal por delito doloso superior a un afio de privación de libertad). Es decir, el precepto examinado no exige que
el extranjero haya sido condenado a pena superior a un año de privación de libertad, sino que lo que contempla
es que haya sido condenado por delito doloso que este sancionado en España con pen a privativa de libertad
superior a un año.

"La condena penal existe, y debe ser valorada según lo que consta en el certificado emitido por el Registro
Central de Penados. Además de lo anterior, para adoptar la decisión la Administración ha valorado todas y
cada una de las circunstancias del extranjero recurrente y el resto de circunstancias personales del mismo.
Esta valoración consta en el informe circunstancias personales emitido por la brigada provincial de extranjería,
y obrante en el expediente administrativo; valoración que este Juzgado considera plenamente acreditada y
suficiente para acordar la expulsión del recurrente de España; y hacerlo además, con la prohibición de volver
a entrar por el plazo señalado por la Administración, que respeta plenamente el principio de proporcionalidad.

"Además de lo anterior, debemos insistir y dejar claro que no estamos propiamente ante un procedimiento
administrativo sancionador. En aquellos supuestos en los que la expulsión tiene su origen en la aplicación del
artículo 57.2 LOEX, nada tiene que ver el arraigo del extranjero. De hecho, esta cuestión no se discute, ya que
evidentemente si el extranjero extracomunitario recurrente disponía de un permiso, es porque algún tipo de
arraigo tenía": '

"( ... )" Debemos ahora referirnos a la alegación según la cual la recurrente tenía un permiso de larga duración,
elemento que según la parte actora debe ponderarse antes de tomar la decisión de expulsión (art. 57.5.b)
LOEX). La Administración así lo ha hecho, y en el propio expediente se hace constar de manera expresa
que el recurrente tenía autorización de residencia permanente. Ahora bien, contrariamente a lo que señala el
recurrente en su demanda, esta autorización ha dejado de ser efectiva y es expresamente anulada por el acto
administrativo dictado por la administración.

"EI permiso de larga duración no es un escudo infranqueable que permita al extranjero que lo obtuvo evitar
la consecuencia legal del articulo 57.2 LOEX. En el caso concreto que nos ocupa, además de las condenas
acreditadas por Sentencia firme del Orden jurisdiccional penal, la Administración ha valorado de manera
explícita una serie de elementos negativos, a los cuales ya nos hemos referido en anteriores Fundamentos
Jurídicos, que justifican plenamente la expulsión del recurrente fuera del territorio español. Pues denota una
conducta asocial, una reiteración delictiva en un delito tan grave como el robe con violencia; que causa la
correspondiente alarma social, y pone de manifiesto una nula integración del ahora recurrente en la sociedad
española. En estos casos resulta conveniente recordar los HECHOS PROBADOS declarados por el Orden
jurisdiccional penal, y que de hecho son admitidos por el extranjero recurrente en su demanda: "Que sobre
las 14:30 horas del día 29 de septiembre de 2008, en el establecimiento "  DIRECCION000 ", site en el centro
Comercial  PLAZA000  de Alicante, la acusada  Tatiana , mayor de edad, nacida el  NUM000  y sin antecedentes
penales, con unas tijeras quitó la alarma a diversas prendas de vestir, y al ser r por la empleada D". (.,.) negó
lo que estaba haciendo, por lo que la anterior llamó a seguridad, comenzando un forcejeo entre la acusada y
la empleada y cuando esta trató de evitar que se marchara con las prendas, cortándole la salida a la espera
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de los empleados de seguridad, aunque por los empujones que la acusada Ie dio a pilar llegaron a salir de la
tienda hasta el pasillo del centro comercial, llegando en ese momento el vigilante que llamó a la policía, que
personada procedió al cacheo, ocupándole en el interior de su bolso tres prendas de bebe sin la alarma, con
un precio de venta al público de 37,70 €, las tijeras y una pieza del sistema de alarma.

" ( ... ) (la empleada) sufrió arañazos en ambos brazos y contusión sin hematoma, precisando de primera
asistencia. Sobre las 18 horas del mismo día, en los calabozos de la Comisaría de Policía de Alicante la acusada
comenzó a darse golpes en la pared con la cabeza, por lo que los agentes nº ( ... ) y ( ... ) tuvieron que reducirla,
no obstante continuó golpeándose y arañándose la cara, no parando de abalanzarse contra los agentes a la
vez que les insultaba con las siguientes expresiones como "racistas, hijos de puta",

"La parte recurrente, por tanto, es una extranjera que constituye una amenaza real y suficientemente grave
para el orden público; y su expulsión fuera del territorio español está plenamente justificada. Toda la prueba
que intenta desplegar el recurrente tanto en el expediente administrativo, como la demanda sobre la modélica
conducta de la recurrente es incierta y no desvirtúa cuanto acabamos de decir. Asimismo, las alegaciones
sobre su situación familiar tampoco pueden ser tenidas en cuenta; es evidente que si el recurrente disponía
de una autorización de residencia de larga duración es porque tenía un evidente arraigo".

"Con lo argumentado, el recurso debe ser desestimado, pues aun cuando la sentencia de instancia señala:
"No obstante lo anterior, todas estas alegaciones y discusiones han de entenderse superadas a partir de
la jurisprudencia dictada en casación por el Tribunal Supremo, donde se establece como criterio definitivo
de interpretación, dictado en interés casacional, la absoluta irrelevancia de que el extranjero cuente con un
permiso de larga duración: interpretación que ha sido plenamente confirmada por la STS 257/2019, de 27 de
febrero (Sala IW; Sección 5a), dictada en el recurso de casación n." 5809/2017; Ponente: TRILLO ALONSO;
ECLI:ES:TS:2019:663: "( ... ) la respuesta a la cuestión planteada en el auto de admisión no puede ser otra que
la de afirmar que si procede la expulsión "automática" de extranjeros residentes de larga duración condenados
por delitos dolosos con penas superiores a un ano. prevista en el artículo 57.2 de la citada. sin que sea de
aplicación lo dispuesto en el artículo 57.5 ni en el artículo 12 de la Directiva 2003/109/CE.

"Aunque en el preámbulo de la Directiva 2001/40/CE no se exterioriza la razón por la que prevé la expulsión
de un nacional de un tercer país en atención al solo hecho de haber sido condenado en el Estado miembro
en que reside por un delito sancionable con una pena privativa de libertad de al menos un año, es claro que
tal previsión responde, al igual que la del artículo 57.2 de la Ley de Extranjería, a que el condenado con una
pena de tal naturaleza supone, como hemos sostenido en sentencia de 18 de febrero de 2019, dictada en el
recurso de casación 5617/2017, "una clara afección grave para el orden público y la paz social", reveladora
por si, máxime teniendo en cuenta la naturaleza de los delitos por los que fue condenado (falsedad y estafa),
de falta de arraigo".

"De ahí la inutilidad de invocar directamente la aplicación de una Directiva comunitaria, cuando la Directiva ya
ha sido traspuesta de manera correcta al Ordenamiento jurídico español ( art. 288 TFUE). Esta sentencia del TS
fue dictada en interés casacional, de conformidad con la nueva función dada al recurso de casación por la Ley
Orgánica 7/2015, de 21 de julio. Lo que supone que quedan desplazadas de manera definitiva interpretaciones
como 18, realizada por la STC 13112016, de 18 de julio; por la sencilla razón de que la expulsión debe
acordarse de manera automática, y tal y como señala del Tribunal Supremo de manera clarísima, "sin que sea
de aplicación lo dispuesto en el artículo 57,5 ni en el artículo 12 de la Directiva 2003/109/CE" (es decir, siendo
absolutamente irrelevante que el extranjero expulsado par haber delinquido tuviera una autorización de larga
duración) "2, es evidente que la misma ponderó y valoro las circunstancias concurrentes, entendiendo que
procedía la expulsión."

A la vista de la decisión y motivación de la sentencia de instancia se prepara por la sancionada el recurso
de casación, que fue admitido a trámite, estimándose que la cuestión que suscita interés casacional objetivo
para la formación de la jurisprudencia es, según ya se ha dicho, determinar ": i) si la expresión "salvo que los
antecedentes penales hubieran sido cancelados" contenida en el artículo 57.2 de la Ley Orgánica 4/2000, de
11 de enero, abarca también el supuesto de que los referidos antecedentes penales resulten cancelables; ii)
si, en el supuesto de que el antecedente penal que sirve de fundamento a la expulsión del referido precepto
fuera cancelable en el momento de acordarse la misma, ello puede/debe ser objeto de ponderación a efectos
de valorar la proporcionalidad de la expulsión de un residente de larga duración, bien por la Administración en
el momento de decidir la procedencia de la misma, bien por los órganos jurisdiccionales al revisar la decisión
adoptada." A tales efectos se considera que debe ser objeto de interpretación el artículo 57.2º de la LOEX, en
relación con los artículos 136 del Código Penal y 24 de la Constitución española.

En el escrito de interposición del recurso se aduce por la defensa de la recurrente, sin perjuicio de que
los argumentos se examinen más pormenorizadamente al examinar la cuestión casacional, que la orden
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de expulsión y prohibición de entrada le ha sido impuesta en virtud de lo establecido en el artículo 57.2º
de la LOEX, reprochando a la sentencia de instancia una aplicación automática de lo establecido en dicho
precepto, sin haber procedido, conforme tiene declarado la jurisprudencia de este Tribunal Supremo, a una
valoración circunstanciada de la situación de la recurrente de la que, a juicio de su defensa jurídica, debe
concluirse que resultaba improcedente la orden de expulsión, máxime cuando el mismo artículo 57 excluye
de la aplicación de esta vía para imponer la orden de expulsión a los residentes de larga duración, como era
el caso de la sancionada. Especial consideración merece el hecho de que se considera que los antecedentes
que han servido para aplicar el mencionado precepto deben considerarse cancelables sin que puedan tenerse
en cuenta el hecho de que, pudiendo cancelarse, no se hayan cancelado formalmente, de conformidad con lo
establecido en el artículo 136 del Código Penal. De todo ello se concluye que procede fijar la interpretación
consecuente con dichos argumentos, se declare haber lugar al presente recurso y se termine anulando la
resolución originariamente impugnada.

Ha comparecido en el recurso la Abogacía del Estado para oponerse al mismo y suplicar que se declare no
haber lugar al mismo.

SEGUNDO. Examen de la cuestión casacional.

A la vista de los términos en que se ha suscitado el debate en el presente recurso es necesario que hagamos
una referencia a los términos en que se ha planteado el debate por la defensa de la recurrente ya desde la
fase de preparación. Y se impone esa referencia porque el recurso de casación no puede atender a un examen
de nuestra legislación en términos abstractos y generales como si de un simple informe se tratase. Muy al
contrario, tratándose de un remedio en el ámbito del proceso, este siempre está vinculado en una concreta
pretensión de los ciudadanos a los que debe dársele la tutela judicial reclamada. Lo expuesto comporta que
en las sentencias de casación se debe partir de los presupuestos de hecho que se hayan examinado en la
sentencia de instancia y, de manera especial, a las normas y jurisprudencia aplicables.

Son necesarias las anteriores consideraciones porque, en la forma en que se ha delimitado la cuestión
casacional en el auto de admisión, el recurso no deja de ofrecer serios reparos para acoger las pretensiones
de la recurrente. Vaya por adelantado que en esa delimitación que se hizo ya por la defensa de la recurrente
en la fase de preparación, al referirse a la posibilidad de que sean apreciables los antecedentes cancelados
o que debieran estar cancelados, a los efectos de aplicar la orden de expulsión prevista en el artículo 57.2º
de la LOEX, es una cuestión que en modo alguno se había suscitado en la instancia. En efecto, todo el debate
que ahora se trae por la defensa del recurrente sobre la pretendida vulneración del mencionado precepto
en relación a si deben ser considerados cancelados, a los efectos de la orden de expulsión que se impone
en el mismo, nunca se suscito en la instancia y ninguna de las sentencias examinan el debate de si deben
ser considerados a tales efectos los antecedentes que, debiendo estar cancelados por concurrir los plazos
y condiciones que se imponen en el Código Penal, no se han cancelado de manera efectiva por lo que se
denomina acumulación de trabajo de los tribunales. Más bien es todo lo contrario, porque de manera taxativa
se declara en la sentencia objeto de revisión en la transcripción de la misma que antes se hizo, que "estos
antecedentes no se encontraban cancelados". Es decir, de las actuaciones cabe concluir, y nada concreto se
ha demostrado en contra en la instancia, que es donde pudo y se debió acreditar, que los antecedentes penales
por los que se le impuso la condena debían haberse cancelado. Es más, esa conclusión, en la medida que
comporta un supuesto de hecho de la aplicación de la norma, ni se podía, ni se ha pretendido, acreditar por la
recurrente en esta vía casacional, que se limita en los escritos de preparación y de interposición a cuestionar,
en términos vagos y generales, que los mismos debían entenderse cancelados.

Lo expuesto comporta que, no siendo la cuestión que se suscita como de interés casacional, determinante de
la decisión adoptada la causa decidendi de la sentencia, no procede realizar interpretación alguna el precepto
a que dicha cuestión se refiere.

Por otra parte, y en relación con la segunda de las cuestiones que se suscitan en el auto de admisión, a
instancias de la parte recurrente, también procede hacer referencia a los reparos formales que comporta. En
efecto, ese debate que se suscita está referido a la ponderación de las circunstancias que concurran en el
afectado, cuando deba aplicarse a orden de expulsión que se establece en el artículo 57.2º. Pues bien, en
relación con esta cuestión se suscita un debate en el escrito de interposición referido a la imposibilidad de
hacer una aplicación automática de la previsión del precepto en el sentido de que no puede ser aplicable, en
todo caso, quien haya sido condenado por delito castigado con la pena privativa de libertad superior al año,
sino que han de valorarse las circunstancias personales del condenado, conforme tiene declarado nuestra
más reciente jurisprudencia. Y en ese sentido nuevamente se hace por la defensa del recurrente abstracción
de la motivación de la sentencia del Tribunal territorial, en que, con prolija cita y argumentación exhaustiva,
se expone que dicha aplicación automática no es admisible y que, en efecto, debe procederse a la valoración
de las circunstancias personales del castigado con la pena que propicia la expulsión. Es cierto que en algún
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párrafo de la sentencia, que transcribe parte de la de primera instancia, se hace referencia a esa pretendida
aplicación automática; sin embargo, el Tribunal territorial no solo rechaza implícitamente dicha afirmación
sino que, como se ha dicho, valora las concretas circunstancias que concurren en la recurrente ("no Ie constan
medios de vida legales conocidos, ni arraigo laboral de ningún tipo; y las acreditadas 9 condenas por hurto
permiten afirmar que estamos ante una persona que ha hecho del hurto y del robo su modo habitual de vida,
siendo la última de estas condenas de octubre de 2018... para adoptar la decisión la Administración ha valorado
todas y cada una de las circunstancias del extranjero recurrente y el resto de circunstancias personales del
mismo. Esta valoración consta en el informe circunstancias personales... la Administración ha valorado de
manera explícita una serie de elementos negativos... por tanto, es una extranjera que constituye una amenaza
real y suficientemente grave para el orden público; y su expulsión fuera del territorio español está plenamente
justificada...").

Las razones expuestas comportan que debe declararse no haber lugar al presente recurso de casación.

TERCERO. Costas procesales.-

En relación a las costas procesales ocasionadas en el presente recurso de casación, de conformidad con lo
previsto en el artículo 93.4º de la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, deben ser
abonadas por cada una de las partes las ocasionadas a su instancia y las comunes por mitad.

F A L L O

Por todo lo expuesto, en nombre del Rey y por la autoridad que le confiere la Constitución, esta Sala ha decidido

No ha lugar al presente recurso de casación 5254/2022, interpuesto por doña  Tatiana , contra la sentencia
36/2022, de 25 de enero, dictada por la Sala de esta Jurisdicción del Tribunal Superior de Justicia de la
Comunidad Valenciana, mencionada en el primer fundamento.

Notifíquese esta resolución a las partes , haciéndoles saber que contra la misma no cabe recurso, e insértese
en la colección legislativa.

Así se acuerda y firma.
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